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Javier Esteinou Madrid* 

Los avances del IFT 

espués de un largo retraso de casi un año y medio 

el pleno del Instituto Federal de Telecomunica­

ciones (IFT) aprobó y publicó los Lineamientos 

Generales Sobre la Defensa de las Audiencias 

para los medios de comunicación electrónicos en México el 

21 de diciembre de 2016, con el fin de que entraran en vigor el 

16 de febrero al publicarse en el Diario Oficial de la Federación 

(DOF)1
. Mediante este acuerdo los receptores de los medios de 

comunicación electrónicos dejaron de ser considerados por la 

ley como meros consumidores de mensajes y fueron eleva­

dos juridicamente a la categoria de audiencias con garantías 

constitucionales cardinales que el Estado y los concesionarios 

de las industrias electrónicas debían respetar y fomentar. 

Desde el punto de vista civilizatorio este reconocimiento 

normativo fue un avance histórico fundamental equivalente 

al reconocimiento que en su momento el Estado otorgó a los 

pobladores de la República Mexicana para que evolucionaran 

de ser contemplados como simples habitantes del extenso 

territorio nacional, para trascender a ser registrados legalmente 

por el poder rector central como ciudadanos con derechos 

básicos y no únicamente obligaciones. Dicha transformación 

cobra especial importancia en la actual fase de desarrollo del 

país debido a una doble situación. Por un lado, a que "cada vez 

más nuestro tiempo de vigilia se desenvuelve con relación a 

las pantallas. A veces con ellas, otras a partir de ellas, otras 

más hacia ellas. Los procesos de recepción, uso y envío de 

mensajes mediante diversos canales, soportes, dispositivos 

y procedimientos analógicos y digitales constituyen, cada 

vez más y para más ciudadanos, el epicentro de su actividad 

cotidiana. La vida hoy es "una experiencia mediática"2
• 

(Primera de dos partes) 

Por otro lado, "a la par de esta tendencia de audienciación, 

central en nuestra época de creciente intercambio, se desa­

rrolla otra como su contraparte, que es la mediatización, por 

la cual nuestro conocimiento del mundo, del otro y de lo otro, 

cada vez más, se crea a través de pantallas, no de manera 

directa. Esto significa que lo que conocemos del otro y del 

mundo a través de las pantallas y las imágenes y sonidos por 

los cuales los demás nos conocen, son representaciones, no 

son los objetos o sujetos mismos, sino son construcciones 

o reproducciones de ellos. Esto siempre corre el riesgo de

tener alteraciones o desviaciones y errores, tanto de percep­

ción como de producción, o modificaciones intencionadas

o fortuitas resultantes de los procesos de representación

involucrados en la construcción de fidelidad y verosimilidad

de objetos y sujetos"3
• 

De aquí, la enorme importancia de contar con claros y 

firmes Derechos de las Audiencias que permitan que los 

públicos puedan gozar de mayores garantías jurídicas para 

construir correctamente las bases cotidianas de su conoci­

miento personal del mundo y de la vida, mediante el cual 

se relacionan e interactúan diariamente con el resto de la 

sociedad. 

Para diseñar tales políticas comunicativas, el IIT retomó 

diversas normatividades fundamentales incluidas en la Cons­

titución Política Mexicana y en la Ley Federal de Telecomu­

nicaciones y Radiodifusión con la finalidad de defender los 

derechos comunicativos de los ciudadanos. Así, por ejemplo, 

por una parte, se basó en el artículo 6º, fracción III, de la 

Constitución al señalar que los emisores "deben preservar 

la pluralidad y la veracidad de la información"; y la fracción 

IV, que "prohíbe la transmisión de publicidad o propaganda 

presentada como información periodística o noticiosa"4
• Por 

otra parte, se nutrió de las directrices del artículo 256, fracción 
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III y IV de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodi­

fusión que formula que "se debe diferenciar con claridad la 

información noticiosa de la opinión de quién la presenta; y 

se deben exponer elementos para distinguir entre publicidad 

y contenidos de un programa"5
• 

En síntesis, mediante el establecimiento de los Lineamientos 

de las Audiencias el Estado mexicano "apuntaló el derecho a 

la información que tienen las audiencias cuando están frente 

a un contenido que puede insertar opiniones institucionales 

o personales en información presentada como objetiva o,

peor aún, que se presente como hechos objetivos lo que no

es más que publicidad"6
• 

El quiebre de los derechos de las audiencias 

Sin embargo, paradójicamente después de dicha sólida 

fundamentación jurídica institucional por parte del Estado 

mexicano, los concesionarios privados de los medios elec­

trónicos comerciales argumentaron que tales Derechos de 

las Audiencias, eran jurídicamente negativos pues atentaban 

contra la libertad de expresión, la libertad de información, 

la libertad de empresa, introduóan la censura, impedían la 

adecuada transmisión cotidiana de las noticias, entre otros. 

Esto debido a que dichos lineamientos formulaban entre 

otros los dos siguientes planteamientos muy polémicos 

para los propietarios de los canales electrónicos: Primero, 

al transmitir la información se debía distinguir claramente 

entre información y opinión por parte de los comunicadores. 

Segundo, se requería diferenciar la propaganda y la publicidad 

del contenido mediático de un programa. 

Ante tales iniciativas incomodas para los concesionarios 

de la radiodifusión mexicana dicho gremio decidió realizar 

una gran campaña masiva de desprestigio vía medios impre­

sos, radio y televisión, sobre tales garantías comunicativas 

formulando que atentaban contra la Constitución Política 

Mexicana, los derechos universales del hombre, los dere­

chos humanos, las garantías ciudadanas básicas, imponían la 

censura previa, y finalmente, que el IIT carecía de autoridad 

para regular los derechos de las audiencias. 

Derivado de tales presiones mediáticas ante la opinión 

pública el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo emplazaron 

respectivamente dos controversias constitucionales ante la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) para impedir el 

avance de estos derechos comunicativos de los ciudadanos: 

Por una parte, la controversia del Poder Ejecutivo; y poste-
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El poder mediático en alianza con el Poder Ejlt •: • • 
tivo y el Poder Legislativo intentaron debilitpr a •

• 

autonomía del IFT que tardó décadas en crearse •
para establecer mayores equilibrios dentro de 
ámbito de las telecomunicacion� y la radiodifu-
sión en México 

riormente, por otra, la controversia del Poder Legislativo, a 

través del Senado de la República. 

Así, por un lado, pese al respaldo público otorgado por el 

presidente Enrique Peña Nieto el 14 de julio de 2014 en la 

ceremonia de promulgación de la ley secundaria de la reforma 

constitucional, para reconocer la valía de tal legislación y el 

profesional trabajo ejecutado por el IIT en el campo de la radio­

difusión7; contradictoriamente, el 31 de enero de 2017 el Poder 

Ejecutivo, a través de la Consejería Jurídica de la Presidencia 

de la República, interpuso diversas inconformidades contra 

la Cámara de Diputados y la Cámara de Senadores por haber 

creado, a través de los artículos 15, fracción LIX, 216, fracción 

II y 256 al 261 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 

Radiodifusión, diversas normas que sostenían que atentaban 

contra los postulados de la Constitución Política Mexicana. 

Con este fin se fundamentó que dichos lineamientos eran 

anticonstitucionales pues, aunque fueron aprobados por el 

Congreso de la Unión presentaban vicios de origen, ya que 

el IIT no tenía autoridad para regular los derechos de las 

audiencias, pues forman parte de los derechos humanos 

y estos exclusivamente podían ser normados por el Poder 

Ejecutivo. Por ello, demandó jurídicamente al Congreso de 

la Unión por haber delegado esa competencia excepcional 

a un órgano autónomo de las comunicaciones nacionalesª. 

Por otro lado, después de que el Senado de la República 

solicitó un punto de acuerdo el 23 de febrero el 2017 para la 

publicación urgente de los Lineamientos de los Derechos 

de las Audiencias; incoherentemente este poder introdujo 

el 30 de enero de 2017 otra Controversia Constitucional 

contra el Instituto Federal de Telecomunicaciones por la 

supuesta violación a los artículos 6º, 7º, 26º, 28º, 73º, 78º, 

94º y 105º de la Constitución Política Mexicana9
• Esto fun­

damentado en que dichas directrices se oponían a diversos 

preceptos constitucionales, pues imponía la censura previa 

a los comunicadores y violaban la libertad de expresión al 
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obligar a diferenciar entre información y opinión, es decir 

entre la opinión pública y la noticia que se difunda en los 

espacios de radio y televisión concesionados1º . En caso de

no cumplirse la normatividad el Estado deberá aplicar como 

pena la "suspensión precautoria de transmisiones estable­

cidas por la ley"11• 

Mediante tales acciones jurídicas el poder mediático en 

alianza con el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo intentaron 

debilitar la autonomía del IFT que tardó décadas en crearse 

para establecer mayores equilibrios dentro del ámbito de las 

telecomunicaciones y la radiodifusión en México; para ahora 

pretender evitar que existiera un órgano independiente que 

regule el funcionamiento de los procesos de comunicación 

en el espacio púbico mediático. 

Así, el poder mediático consiguió nuevamente que dos de 

los tres poderes constitucionales que sostienen a la República 

se doblegaran ante las exigencias de la telecracia: el Poder 

Ejecutivo y el Poder Legislativo (Senado). En este sentido, la 

fuerza político-ideológica de los poderes fácticos mediáticos 

logró colocar a su servicio a una parte del Congreso de la 

Unión y a la Presidencia de la República para defender sus 

intereses comerciales, a costa de sacrificar garantías comu­

nicativas elementales de los ciudadanos consagradas por la 

Constitución Política Mexicana. 

Frente a dichas fuertes coerciones el pleno de consejeros 

del IFT suspendió la entrada en vigor de los Lineamientos de 

Defensoría de las Audiencias el 16 de febrero y los pospuso 

para reinstaurarse hasta el 16 de agosto del 2017 con objeto 

de esperar el veredicto de la Suprema Corte. 

Ante este panorama es fundamental que la Corte recuerde 

que en el caso histórico de la imposición de la Ley Televisa 

en el año 2005, de igual forma el poder mediático sometió al 

Poder Ejecutivo y al Poder Legislativo (Cámara de Diputados 

y Cámara de Senadores) para que la aprobaran; y fue sólo 

la acción soberana, honrada, ética y virtuosa de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación como parte del Poder Judicial 

de la Federación la que detuvo el avance de este mega pro­

yecto anticonstitucional, injusto y abusivo sobre el modelo 

colectivo de comunicación electrónica en México. 

En la agitada coyuntura de transición nacional los ciuda­

danos confían que los ministros de la actual Suprema Corte 

de Justicia del año 2017 demostrarán que están conformados 

con el mismo valor, autonomía, moral y honestidad que nu­

trieron el espíritu de los magistrados de la Corte en el 2005 

ante la Ley Televisa; para ahora defender vigorosamente los 

Derechos de las Audiencias de los ciudadanos y no proteger 

los intereses unilaterales de la acumulación financiera de 

• • 

los grandes monopolios de la difusión en México. Es funda­

mental considerar que la instauración de los Derechos de 

las Audiencias no son una moda más de la posmodernidad 

comunicativa contemporánea, sino que representan un avance 

civilizatorio esencial del México moderno que tardaron más 

de 65 años en ser reconocidos por el Estado mexicano. Por 

ello, deben ser defendidos incondicionalmente por el Poder 

Judicial de la Federación como parte de los cimientos cardi­

nales que requiere tener la sociedad mexicana para avanzar 

hacia un mayor equilibrio civilizatorio en el siglo XXI. fl
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